	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO

En el juicio por cobro de prestaciones sociales y otros conceptos laborales que siguen los ciudadanos LUCELIA GONZÁLEZ y FRANK VIERA, representados por los abogados Mario Castillo Serrano, Karina Ríos Mac-Lellan, Ricardo Castillo Serrano y Ana Luisa Capafons, contra la sociedad mercantil NEGOCIOS ORIENTALES TURÍSTICOS, C.A. (NEOLCA), representada judicialmente por los abogados José Malpica Mendoza, Augusto Adolfo Calzadilla, Pedro Luis Pérez Burelli, Otto Luis Pérez Burelli, Milagros Principal Faría, Pablo Álvarez Graells, Roselys Carreño Mata, Iris Carmona Castillo, Carla Solórzano, Nelson Figallo y Prisca Malave, el Juzgado Superior Accidental en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, en fecha 22 de abril de 2003, declaró con lugar la demanda ratificando la decisión proferida por el Juzgado Accidental de Primera Instancia del Tránsito y del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial.
Contra esta decisión de Alzada, la parte demandada anunció y formalizó recurso de casación. No hubo contestación. 

Concluida la sustanciación con el cumplimiento de las formalidades legales y siendo la oportunidad para decidir, lo hace esta Sala bajo la ponencia del Magistrado quien con tal carácter la suscribe, previas las siguientes consideraciones:

CUESTIÓN DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO

La abogada Iris Carmona Castillo, el 1º de julio de 2003, actuando en representación de la sociedad mercantil NEGOCIOS ORIENTALES TURÍSTICOS, C.A. (NEOLCA), anunció recurso de casación contra la sentencia dictada por el Juzgado Superior.

Constata la Sala, que para esa fecha no constaba en autos poder alguno que acreditara su carácter de representante de la empresa demandada. Por el contrario, el expediente fue sustanciado inicialmente con actuaciones realizadas por el ciudadano Antonio de Oteiza, actuando en nombre personal y asistido por abogados; y, posteriormente, con actuaciones realizadas por la abogada Roselys Carreño Mata, en su carácter de apoderada del ciudadano Antonio de Oteiza, representación que consta en poder apud acta otorgado a los abogados Augusto Adolfo Calzadilla, Pedro Luis Pérez Burelli, Otto Luis Pérez Burelli, Milagros Principal Faría, Iris Carmona Castillo y Roselys Carreño Mata, el 11 de noviembre de 1999, que corre inserto en el folio 199.

Sin embargo, advierte la Sala que en el instrumento autenticado el 7 de octubre de 2003 ante la Notaría Pública de Barcelona, Municipio Bolívar del Estado Anzoátegui, consignado con el escrito de formalización, en el cual se sustituye el poder en los abogados Nelson Figallo y Prisca Malave, consta el poder conferido por la sociedad mercantil NEGOCIOS ORIENTALES TURÍSTICOS, C.A. (NEOLCA), en fecha 6 de octubre de 1999, a los abogados José Malpica Mendoza, Augusto Adolfo Calzadilla, Pedro Luis Pérez Burelli, Otto Luis Pérez Burelli, Milagros Principal Faría, Pablo Álvarez Graells, Roselys Carreño Mata, Iris Carmona Castillo y Carla Solórzano, y el funcionario público deja constancia que lo tuvo a su vista, razón por la cual, esta Sala considera que para el 1º de julio de 2003, fecha del anuncio del recurso de casación, la abogada Iris Carmona sí tenía el carácter de representante de la empresa demandada, y en consecuencia sí es admisible el recurso de casación.

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

- I -

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 313 ordinal 1º del Código de Procedimiento Civil, el recurrente denuncia que en el proceso  se omitieron formas sustanciales que menoscaban el derecho a la defensa, porque no se cumplieron los trámites de la citación previstos en el artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Alega el recurrente que la citación judicial del patrono fue cumplida por el alguacil del Tribunal de primera instancia en la persona del Vicepresidente de la sociedad mercantil Negocios Orientales Turísticos, C.A. (NEOLCA), ciudadano Antonio de Oteiza, quien no tiene mandato expreso para darse por citado o comparecer en juicio, lo cual se evidencia de las copias certificadas de los estatutos sociales y demás actas de asambleas presentadas ante el tribunal de primera instancia.

Aduce el formalizante que a los fines de perfeccionar la citación y de que comience a correr el lapso de comparecencia, se debió cumplir con la entrega o fijación en la sede de la empresa demandada del correspondiente cartel de notificación librado al presidente de la compañía, ciudadano José Hernán Vargas Pino, de conformidad con el artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

La Sala observa:

En el caso concreto, se citó a la sociedad mercantil NEGOCIOS ORIENTALES TURÍSTICOS, C.A., mediante boleta de citación librada a su nombre en la persona de su Vicepresidente Antonio de Oteiza, quien firmó la orden de comparecencia en señal de haber sido notificada la empresa y recibió la copia certificada de la demanda incoada por LUCELIA GONZÁLEZ y FRANK VIERA, contra la sociedad mercantil NEGOCIOS ORIENTALES TURÍSTICOS, C.A. (NEOLCA), de conformidad con lo establecido en el artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo.

Oportunamente, en fecha 7 de octubre de 1999, el ciudadano Antonio de Oteiza compareció a dar contestación a la demanda, lo cual hizo en su propio nombre, asistido por la abogada Roselys Carreño Mata, quien como se mencionó en capítulo anterior, es apoderada de la empresa demandada desde el 6 de octubre de 1999.

El ciudadano Antonio de Oteiza alegó, en la contestación de la demanda, en primer lugar, la inadmisibilidad de la demanda por falta de cualidad de la persona citada, pues el artículo 138 del Código de Procedimiento Civil establece que las personas jurídicas pueden comparecer en juicio por medio de sus representantes facultados por ley o por sus estatutos, y él no está facultado para representar a la empresa en asuntos judiciales, según se evidencia del documento constitutivo-estatutario y del Acta de Asamblea  consignados; luego negó que los actores tuvieran derecho a la indemnización por despido injustificado porque ellos mismos, en el libelo, declaran haberse retirado de la empresa; y, por último, negó, rechazó y contradijo los hechos alegados por los actores respecto a su relación laboral con la demandada, el horario, la asistencia a la universidad por parte de uno de los actores, el porcentaje, el servicio de almuerzo, la causa de la renuncia y los conceptos laborales reclamados.

Si el ciudadano Antonio de Oteiza consideraba que no tenía la facultad para darse por citado en representación de la empresa demandada, ha debido promover la cuestión previa prevista en el artículo 346 ordinal 4º del Código de Procedimiento Civil, por ilegitimidad de la persona citada como representante del demandado, por no tener el carácter que se le atribuye, y no la falta de cualidad que opuso en la contestación.

De la forma en que fue realizada la contestación de la demanda se desprende, que el ciudadano Antonio de Oteiza sí tenía el carácter de Vicepresidente de la demandada; que contestó oportunamente oponiendo defensas que fueron consideradas en las dos instancias, asistido por una abogada que era representante de la empresa para la fecha de la contestación; y, que lo realizado es un subterfugio que constituye falta de lealtad y probidad en el proceso, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 48 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, pues interponen una defensa a pesar de su manifiesta falta de fundamentos, tratando de hacer incurrir al tribunal en errores procesales. 

La Sala considera pertinente reafirmar que en relación con las actuaciones en juicio, se atiende el fondo y no la mera forma, y entre la declaración de la parte acerca del carácter personal con que actúa y el contenido de sus escritos, prefiere esto último, razón por la cual considera que la declaración de actuar en su propio nombre carece de sentido y que lo hizo en representación de la empresa.

Adicionalmente, priva en el proceso venezolano el principio de la estabilidad de los juicios, establecido en el artículo 206 del Código de Procedimiento Civil, en virtud del cual se evitarán las reposiciones inútiles y no se declarará la nulidad de un acto, si éste ha alcanzado el fin al cual estaba destinado.

De conformidad con lo expuesto anteriormente, se insiste, siendo el ciudadano Antonio de Oteiza el Vicepresidente de la empresa demandada; constando, en el folio 25, la consignación de la boleta de citación a la empresa demandada firmada por su Vicepresidente ciudadano Antonio de Oteiza; y, habiendo éste contestado oportunamente alegando defensas referidas a la demandada, asistido por una abogada apoderada de la demandada para la fecha de la contestación, se considera que la citación alcanzó el fin al cual estaba destinada y que no se omitieron formas sustanciales que menoscaban el derecho a la defensa.

En consecuencia, se desestima esta denuncia.

- II -

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 313 ordinal 1º del Código de Procedimiento Civil, el recurrente denuncia la infracción por la recurrida del artículo 243 ordinal 4º del Código de Procedimiento Civil, por incurrir la sentencia en inmotivación. 

Señala el recurrente que la recurrida no expresa los motivos de derecho en los cuales fundamenta su decisión, especialmente en relación con la condenatoria al pago de diversas cantidades de dinero.

Alega el formalizante que la sentencia condenó al pago de cantidades de dinero sin expresar los presupuestos legales en materia laboral para determinar su procedencia, a tenor del “...artículo 68 de la Ley Orgánica del Trabajo...”. 
La Sala observa:

La motivación, ha dicho el Tribunal Supremo, debe estar constituida por las razones de hecho y de derecho que dan los Jueces como fundamento del dispositivo. Las primeras están formadas por el establecimiento de los hechos con ajustamiento a las pruebas que los demuestran; y las segundas, la aplicación a éstas de los preceptos legales y los principios doctrinarios atinentes.

La inmotivación, por el contrario, es el vicio que provoca la omisión de uno de los requisitos esenciales de la sentencia, que impone el artículo 243 ordinal 4º del Código de Procedimiento Civil, cuando ordena que todo fallo debe contener los motivos de hecho y de derecho de la decisión.

Igualmente ha establecido este Tribunal, conforme a su doctrina pacífica y reiterada, que la inmotivación consiste en la falta absoluta de fundamentos; que los motivos exiguos o escasos, o la motivación errada no configura el vicio de falta de motivación.

En el caso concreto, el Juzgador explica que por la forma en que se realizó la contestación de la demanda y por haber promovido extemporáneamente las pruebas, quedaron admitidos los hechos alegados por la parte actora, de conformidad con el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, lo cual constituye las razones que lo motivan a declarar con lugar la demanda y los conceptos laborales reclamados, razón por la cual esta Sala considera que el fallo no incurre en el vicio de inmotivación denunciado y por lo tanto desestima esta denuncia.

- III -

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 313 ordinal 1º del Código de Procedimiento Civil, el recurrente denuncia la infracción por la recurrida del artículo 243 ordinal 5º y del artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, por falta de decisión expresa, positiva y precisa.

Señala el recurrente, que no existe una verdadera y eficaz precisión en la redacción de la decisión, teniendo en cuenta que el expediente contiene dos reclamaciones de índole laboral, propuestas por dos personas distintas que persiguen diferentes peticiones.
La Sala observa:

El ordinal 5° del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, dispone que toda sentencia debe contener: “Decisión expresa, positiva y precisa con arreglo a la pretensión deducida y a las excepciones o defensas opuestas, sin que en ningún caso pueda absolverse de la instancia”.

En el caso de autos, la recurrida en el dispositivo menciona claramente las cantidades a pagar a cada una de las personas demandantes, y discrimina los conceptos laborales y los montos que se le deben pagar a cada una de ellas. 

La Sala ha sostenido en repetidas oportunidades que una decisión es expresa, cuando no contiene implícitos ni sobreentendidos, positiva, cuando es cierta, efectiva y verdadera sin dejar cuestiones pendientes; y precisa, cuando no da lugar a dudas ni incertidumbres, insuficiencias, oscuridades ni ambigüedades, requisitos éstos que se cumplen en el fallo recurrido.
En consecuencia, se declara improcedente esta denuncia.

RECURSO POR ERROR DE JUZGAMIENTO

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 313 ordinal 2º del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, se denuncia infracción de los artículos 243 ordinal 5º y 12 eiusdem, por considerar el formalizante que el sentenciador de Alzada incurre en falsa aplicación del derecho al declarar la procedencia de la acumulación de las acciones ejercidas, con anticipación a la vigencia del artículo 49 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Señala el formalizante que la recurrida declaró procedente la acumulación de dos reclamaciones laborales, por diferentes pretensiones y propuestas en un sólo libelo en contra de la demandada, no obstante que tales pretensiones fueron admitidas en fecha 26 de julio de 1999, con anticipación a la vigente Ley Orgánica del Trabajo, constituyendo el criterio aplicado por la recurrida, la aplicación de una norma que para la oportunidad de los hechos no estaba vigente.

La Sala observa:

· El artículo 49 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, publicada en la Gaceta Oficial Nº 37.504, de 13 de agosto de 2002, que está en vigencia en conformidad con lo dispuesto en el artículo 194 eiusdem, dispone:

· “Dos o más personas pueden litigar en un mismo proceso judicial del trabajo en forma conjunta, sea activa o pasivamente, siempre que sus pretensiones sean conexas por su causa u objeto, o cuando la sentencia a dictar con respecto a una de ellas, pudiera afectar a la otra.

·  

· Los actos de cada uno de los litigantes no favorecerán ni perjudicarán la situación procesal de los restantes, sin que por ello se afecte la unidad del proceso; en consecuencia, varios trabajadores podrán demandar sus derechos y prestaciones sociales, en un mismo libelo y a un mismo patrono”. (Subrayado de la Sala)

·  

· En conformidad con el artículo 4º del Código Civil, a la Ley debe atribuírsele el sentido que aparece evidente del significado propio de las palabras, según la conexión de ellas entre sí y la intención del legislador, y de la interpretación gramatical del artículo 49 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, resulta que dos o más personas pueden litigar en un mismo proceso, activa o pasivamente, siempre que sus pretensiones sean conexas, o cuando la sentencia a dictar pudiera afectar a la otra. Además, también establece el artículo que varios trabajadores pueden demandar sus derechos y prestaciones sociales, en un mismo libelo y a un mismo patrono, porque la ley -acogiendo la solución jurisprudencial- expresamente lo autoriza y la intención del legislador, conforme con el sentido de justicia de la Constitución, es garantizar el acceso a la justicia del trabajador como débil jurídico en la relación obrero-patronal.

En este sentido hay que precisar que el régimen sobre conexión de pretensiones en la nueva Ley Orgánica Procesal del Trabajo es diferente al de Derecho común y ahora se permite expresamente que varios trabajadores puedan demandar sus derechos y prestaciones sociales, en un mismo libelo y a un mismo patrono, lo que sin duda alguna es una norma especial y cuando la Ley especial tiene una previsión legal concreta para regular el supuesto de hecho examinado, esa es la norma jurídica aplicable. Sólo ante la ausencia absoluta de previsión legal en la legislación especial sobre un supuesto concreto, se puede aplicar el Derecho común que está excluido en este caso por las normas especiales del proceso laboral. Además son principios generales relativos a la aplicación de la ley que la ley especial excluye a la ley general, que la ley posterior excluye a la anterior, que la ley orgánica excluye a la ordinaria y, en materia procesal laboral, la Ley Orgánica Procesal del Trabajo es especial, posterior y orgánica, de forma tal que la existencia de una norma jurídica concreta en la Ley Orgánica Procesal del Trabajo sobre conexión de pretensiones, excluye la aplicación de la norma general sobre conexión de pretensiones contenida en el artículo 146 del Código de Procedimiento Civil.
En todo caso siempre queda a salvo el derecho de la parte demandada, si consideraba que no había conexidad laboral, de oponer la correspondiente cuestión previa por inepta acumulación de pretensiones, con fundamento en el artículo 346 ordinal 6º del Código de Procedimiento Civil, so pena de preclusión, y al no hacerlo la causa debe continuar su curso con las pretensiones acumuladas hasta sentencia definitiva, en tanto entra en vigencia plena la ley, pues una vez vigente, tal incidente será resuelto en la audiencia preliminar, por los Tribunales de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo.

En el caso examinado, la demanda fue interpuesta el 15 de julio de 1999, y admitida el 26 de julio del mismo año; la demandada no opuso la cuestión previa por inepta acumulación de pretensiones, con fundamento en el artículo 346 ordinal 6º del Código de Procedimiento Civil; y, la causa continuó su curso con las pretensiones acumuladas hasta la sentencia definitiva dictada el 22 de abril de 2003, fecha en que ya había entrado en vigencia el artículo 49 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, razón por la cual y con base en los criterios mencionados, la Sala considera que no hubo falsa aplicación del derecho y en consecuencia, declara improcedente esta denuncia.

DECISIÓN

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara SIN LUGAR el recurso de casación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia dictada en fecha 22 de abril de 2003 por el Juzgado Superior Accidental en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui. 
Se condena en costas a la parte recurrente, de conformidad con lo establecido en los artículos 274 y 320 del Código de Procedimiento Civil.
Publíquese y regístrese. Remítase el expediente a la Coordinadora Judicial del Régimen Procesal Transitorio de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, a los fines de que lo envíe al Tribunal de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo correspondiente. 
Dada,  firmada  y  sellada  en  la  Sala  de  Despacho  de  la  Sala  de Casación  Social  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en  Caracas,  a  los   quince   (15)   días   del   mes   de  abril de dos mil cuatro. Años: 193° de la Independencia y 145° de la Federación.
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